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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 3 de 
diciembre de 2025, con asistencia 
de los miembros que se expresan 
al margen, emitió, por unanimidad, 
el siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 455/2025 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El 3 de noviembre de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyy1, debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la 
vía pública.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 6 de noviembre de 2025, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 455/2025 y se inició el cómputo del plazo 
para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento 
de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
a la consejera Sra. Ares González. 
 

Primero.- El 29 de mayo de 2025 D. yyy2, en nombre y representación 
de D. yyy1, presenta una reclamación de responsabilidad patrimonial ante el 
Ayuntamiento de xxx1, debido a los daños y perjuicios sufridos en un accidente 
de moto ocurrido el 14 de julio de 2024, sobre las 10:30 horas, cuando circulaba 
con su motocicleta por carretera que va de xxx1 a xxx2, en el punto kilométrico 
8, a causa de la existencia de gravilla y un bache grande en la calzada. Afirma 
que esta zona de grava y bache no era visible ni estaba señalizada.  

 
Reclama una indemnización de 3.837,00 euros por los daños causados 

a la motocicleta y a sus enseres personales (casco, pantalón, chaqueta, botas 
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y guantes). 
 
Adjunta a su reclamación copia del permiso de circulación, informe de 

la Guardia Civil, fotografías del lugar del accidente y de los daños, informe 
pericial y facturas de reparación de la motocicleta y de adquisición de los enseres 
dañados.  

 
Segundo.- El 19 de junio de 2025 la Junta de Gobierno local acuerda 

admitir a trámite la solicitud y nombrar instructor del procedimiento.  
 
Tercero.- El 28 de agosto de 2025 la Alcaldía emite el informe preceptivo 

sobre el funcionamiento del servicio de mantenimiento y obras. 
 
Cuarto.- El 14 de octubre de 2025 el jefe del Servicio Territorial de Medio 

Ambiente de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en xxx3 
emite informe. 

 
Quinto.- Concedido trámite de audiencia, el 21 de octubre de 2025 el 

reclamante presenta escrito de alegaciones en el que reitera su reclamación. 
No consta el traslado a la aseguradora de la Administración.  

 
Sexto.- El 30 de octubre de 2025 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación, al considerar que el resultado lesivo debe 
imputarse a la propia conducción del accidentado.  

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i) 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen, según lo dispuesto en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 31 de 
mayo de 2012, del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las Secciones. 
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2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC, que actúa debidamente representada.  
 
No obstante, dado que consta que la aseguradora del vehículo accidentado 

solicitó información al Ayuntamiento sobre la titularidad de la vía pública a los 
efectos de “interponer las oportunas acciones de responsabilidad por los daños 
causados a dicho vehículo” (documento n.º 11, aportado por el reclamante con 
su solicitud inicial), debería requerirse al asegurado, antes de dictar resolución, 
para que aporte la póliza del seguro y la declaración responsable de no haber 
recibido indemnización por el mismo siniestro, a los efectos de confirmar su 
legitimación, descartando la legitimación (por subrogación) de la compañía 
aseguradora (artículo 43 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, del Contrato de 
Seguro) y la eventual duplicidad indemnizatoria por los mismos daños.   

 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al alcalde, sin 

perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a los 
artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo 
segundo, de la LPAC. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que se remite, 
de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo y a la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado y de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
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relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante  

 
Por su parte, el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales, aprobado por el Real Decreto 1.372/1986, de 13 de junio, establece 
que “Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, 
parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de 
la competencia de la entidad local”. 

 
Resulta igualmente indiscutible la competencia de los municipios para 

la pavimentación de vías públicas y la limpieza viaria de acuerdo con el artículo 
26.1.a) de la LBRL, lo que necesariamente incluye su mantenimiento.  

 
En el caso de las pistas forestales en los montes, el artículo 7.2 de la 

Ley 10/2008, de 9 de diciembre, de Carreteras de Castilla y León, prevé los 
caminos de servicio de titularidad pública habrán de observar las normas de 
utilización y seguridad propias de las carreteras cuando se abran al uso público. 
En particular, la circulación de vehículos a motor no podrá realizarse fuera de 
las pistas forestales, con las excepciones legalmente previstas (artículo 60.4 
Ley 3/2009, de 6 de abril). Además, tratándose de montes catalogados de 
utilidad pública, serán gestionados conjuntamente por las entidad pública 
propietaria del monte y por la consejería competente en materia de montes 
(artículo 7.2 de la Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y León y 
artículo 9 de la Ley estatal 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes).  

 
En todo caso, corresponderá a la parte interesada acreditar que los 

daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal  
del servicio público, de acuerdo con el principio general sobre la carga de la 
prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente para el régimen de la 
responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 67.2 de la 
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LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los hechos que en su 
caso desvirtúen los alegados por la parte contraria. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por los daños materiales ocasionados al reclamante 
en un accidente de motocicleta que tuvo lugar a consecuencia de la existencia 
de gravilla y bache en un camino público (pista forestal) de titularidad local.  

 
La propuesta de resolución reconoce los hechos, indicando que “no se 

cuestiona la veracidad de la caída ni los daños sufridos por el reclamante”.  
 
Asimismo, se admite la titularidad de la pista forestal. El informe emitido 

por la Alcaldía expone:  
 

“Que concretamente el punto donde se produce la caída está 
además dentro del Monte de Utilidad Pública cccc y su administración 
corresponde por ende también a la Comunidad de Castilla y León (art. 2.2 y 7 
de la Ley 3/2009, de 6 de abril, de montes de Castilla y León).  

 
»Que lo que el reclamante denomina carretera a xxx2 es en 

realidad una pista forestal asfaltada con tránsito autorizado y así consta en el 
cartel ubicado al inicio de la misma desde xxx1 junto a una limitación de 
velocidad de 30 km/hora (se aportan fotografías)”. 

 
El informe del Servicio Territorial de Medio Ambiente también indica que 

la pista forestal donde ocurrió el accidente se encuentra en un monte de utilidad 
pública cuya titularidad corresponde al Ayuntamiento y que en esta pista fue 
autorizada la circulación de vehículos a motor, a petición del Ayuntamiento 
titular, hace más de catorce años.  

 
Las circunstancias del accidente resultan acreditadas por el informe 

estadístico de la Guardia Civil, que intervino en día de los hechos a las 11:05 
horas, haciendo constar lo siguiente: “Circulando el vehículo por la carretera 
de subida de xxx1 a xxx2, a la altura del Km 8 sentido xxx1 tomando una curva 
a la izquierda el conductor se encuentra con la calzada toda cubierta de gravilla 
y un bache que le hace perder el control sufriendo una caída”. 

 
Sin embargo, la propuesta de resolución niega que exista nexo causal 

con el funcionamiento del servicio público, e imputa la responsabilidad de los 
daños al riesgo inherente a la conducción por este tipo de vía pública.  
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Así, la propuesta expone que “debido a su condición de pista forestal, 
que implica posible presencia de baches y un estado general del pavimento 
inferior al de una carretera, existe al inicio de la misma un cartel que informa 
claramente de que se trata de una pista forestal con tránsito autorizado y 
además con indicación de velocidad limitada a 30 km hora”. Añade que en las 
fotografías aportadas “se aprecia gran amplitud de vía y visibilidad suficiente, 
facilitando estas condiciones la posibilidad de adecuar la conducción a las 
circunstancias de la vía”.  

 
Por su parte, el Servicio Territorial de Medio Ambiente informa que “La 

pista forestal mencionada cuenta con un firme en un estado notablemente 
superior al habitual en este tipo de vías ubicadas en zonas de montaña, y 
donde además resulta poco común que las pistas forestales estén asfaltadas. 
Aun así, su condición de pista forestal implica la posible presencia de baches 
y un estado general del pavimento inferior al de una carretera. Por este motivo, 
el Ayuntamiento de xxx1 instaló en su día, en el acceso a la pista, un cartel 
que informa claramente de su carácter de pista forestal con tránsito 
autorizado”. 

 
No obstante lo expuesto, el informe estadístico de la Guardia Civil es 

claro al atribuir al estado del firme la pérdida de control del vehículo, al estar 
toda la calzada cubierta de gravilla y existir un bache, dándose estas 
circunstancias en un tramo de curva. Por otra parte, el informe de la Guardia 
Civil no refleja una velocidad excesiva, sin que puedan hacerse suposiciones 
ni concluir, como hace la propuesta de resolución, que “alegada la finalidad de 
ocio y entretenimiento de la salida en moto, cabe suponer que la velocidad 
sería superior a la indicada, circunstancia que tampoco ha quedado verificada 
por la Guardia Civil, al no encontrarse presente en dicho momento y haber 
acudido al lugar con posterioridad”. El hecho de que se trate de una pista 
forestal tampoco justifica la presencia de gravilla en toda la calzada y baches, 
circunstancias que ponen de manifiesto un deficiente mantenimiento de la 
pista forestal. Este mantenimiento es exigible a la Administración titular del 
camino público, teniendo en cuenta que se trata de una pista forestal autorizada 
hacer más de catorce años a instancia de esa Administración, que tampoco ha 
acreditado el mantenimiento llevado a cabo ni la responsabilidad que sobre 
dicho mantenimiento tiene la Administración autonómica en su condición de 
cogestora del monte de utilidad pública.  

 
En todo caso, como establece el artículo 33.2 de la LRJSP, “En otros 

supuestos de concurrencia de varias Administraciones Públicas en la producción 
del daño, la responsabilidad se fijará para cada Administración atendiendo a los 
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criterios de competencia, interés público tutelado e intensidad de la intervención. 
La responsabilidad será solidaria cuando no sea posible dicha determinación”. 

 
En consecuencia, este Consejo considera que existe nexo causal entre 

el funcionamiento del servicio público y los daños reclamados, aunque también 
se advierte la concurrencia de falta de diligencia del propio reclamante, habida 
cuenta que las características de la vía pública y la limitación de velocidad 
exigían una especial diligencia en la conducción, máxime tratándose de una 
motocicleta. Además, el accidente ocurre a plena luz del día y se trata de una 
calzada única y ancha, con buena visibilidad.  

 
Por todo ello, este Consejo considera que procede estimar parcialmente 

la reclamación, al moderar la responsabilidad municipal en atención a la 
concurrencia de culpas, distribuyendo la responsabilidad entre la Administración 
local y el conductor del vehículo, minorando la indemnización que corresponda 
en un 60 %, que deberá asumir el propio reclamante, con imputación a la 
entidad local del 40 % restante.  

 
6ª.- En relación con el importe de la indemnización, el reclamante solicita 

una indemnización de 3.837 euros, de los cuales 2.542,31 euros corresponden 
a los daños de la motocicleta y 1.294,69 euros a los daños en casco, pantalón, 
chaqueta, botas y guantes.  

 
Por lo que respecta a los daños en la motocicleta, el reclamante acredita 

los daños mediante fotografías e informe pericial de 21 de agosto de 2024, de 
la compañía de seguros. En este informe se indica expresamente que se trata 
de una peritación de daños en relación con el siniestro de 14 de julio de 2024. 
Además del citado informe, el reclamante aporta facturas por un importe 
inferior, indicando que se trata de reparaciones parciales, por lo que reclama 
el importe total de la peritación de los daños sufridos, importe que puede 
considerarse acreditado a la vista de la documentación aportada.  

 
En cuanto al importe de los enseres, el reclamante aporta tanto 

fotografías de los objetos dañados (casco, botas, guantes, pantalones, chalecos) 
como facturas por importe de 314,95 euros (chaleco tipo airbag), 59,90 euros 
(no se puede identificar el producto), 454,99 euros (chaleco), 57,89 euros 
(guantes), 159,99 (chaqueta moto) y 246,97 euros (pantalones). Estas facturas 
suman 1.294,69 euros. En el informe de la Guardia Civil expresamente se 
indica que llevaba los objetos dañados cuyo importe reclama.  

 
A la vista de lo expuesto, pueden considerarse acreditados los daños en 
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la motocicleta y admitirse su valoración en 2.542,31 euros. En cuanto a los 
daños en los enseres que llevaba, también acredita los daños y su cuantificación, 
con excepción de la factura de 59,90 euros, en la que no identifica el producto 
adquirido.  

 
En consecuencia, la indemnización total ascendería a 3.777,10 euros, 

que minorada en un 60 % en atención a la concurrencia de culpas, arroja una 
indemnización de 1.510,84 euros a favor del reclamante.  

 
En todo caso, el importe de la indemnización debe actualizarse a la 

fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad patrimonial, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 34.3 de la LRJSP. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, por importe de 1.510,84 

euros, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada por D. yyy1, debido a los daños 
sufridos en un accidente por el mal estado de la vía pública. 

 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


